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La reforma educativa inclusiva en México
Análisis de sus textos de política
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El artículo se centra en el análisis de los textos de política de la educación 
inclusiva impulsada por el actual gobierno de México (2018-2024). Aborda, 
desde los planteamientos teóricos de Stephen Ball sobre las políticas, ¿qué 
demandas impone la política de educación inclusiva a los docentes de las 
escuelas primarias indígenas?, y ¿cuáles son los lineamientos pedagógicos 
que proporciona a los docentes para su trabajo en la escuela y en el aula? 
El análisis cuantitativo evidencia la corresponsabilidad para el cumpli-
miento de las acciones, donde la mayor parte es responsabilidad de la 
federación y la escuela, por lo que el nivel estatal queda desdibujado. El 
análisis cualitativo muestra una insuficiente articulación entre los textos 
de política y concluimos que son mayores las demandas hacia el profeso-
rado de educación básica que los lineamientos u orientaciones que tienen 
a su disposición para poner en práctica la política de educación inclusiva.

This article analyzes the inclusive education policy texts promoted by the 
current Mexican government (2018-2024). It addresses, from the perspec-
tive of Stephen Ball ś theoretical approaches on policies, what demands 
does the inclusive education policy impose on teachers at indigenous pri-
mary schools? And what are the pedagogical guidelines that it provides for 
teachers to do their work at school and in the classroom? The quantitative 
analysis evidences the co-responsibility for the fulfillment of the actions, and 
that most of it this responsibility lies in the federation and the school, so the 
state level is blurred. The qualitative analysis shows insufficient articulation 
between the policy texts, and we conclude that the demands placed on basic 
education teachers are greater than the guidelines or orientations they have 
at their disposal to implement the inclusive education policy.
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Introducción

En México, la educación inclusiva adquirió 
centralidad en el actual gobierno (2018-2024), el 
cual, con el fin de promoverla, impulsó una re-
forma educativa para crear una Nueva Escuela 
Mexicana (NEM) (SEP, 2019a). Su planteamiento 
se encuentra contenido en distintos textos de 
política: la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (CPEUM), la Ley General de 
Educación (LGE) y documentos sobre la NEM, 
en los que exponen las diversas estrategias na-
cionales promovidas por la federación,1 una de 
ellas la de educación inclusiva.

La reforma al artículo 3° constitucional 
establece que la educación impartida por el 
Estado debe ser: “obligatoria, universal, inclu-
siva, pública, gratuita y laica” (DOF, 2019a: 1). 
Por su parte, las autoridades educativas han 
señalado que la NEM, además, deberá ser na-
cional, democrática, humanista, equitativa, 
integral, de excelencia, intercultural e inclusi-
va. Igualmente, afirman tener interés en desa-
rrollar una propuesta pedagógica congruente, 
capaz de incidir en los aprendizajes de todos 
los estudiantes del sistema educativo nacional 
(SEN) (SEB, 2019).

Asimismo, la reforma de la LGE (DOF, 
2019b) reafirma los criterios educativos esti-
pulados en la Constitución y determina que la 
educación inclusiva debería atender las nece-
sidades, capacidades, circunstancias, estilos y 
ritmo de aprendizaje de todos los alumnos, así 
como eliminar cualquier forma de exclusión, 
discriminación y cualquier condición que se 
erija en una barrera al aprendizaje y la parti-
cipación (BAP).

Así, a partir de tales lineamientos, la Estra-
tegia nacional de educación inclusiva (ENEI) 
pretende convertir al SEN “en un sistema in-
clusivo, flexible y pertinente que favorezca el 
avance, permanencia, aprendizaje, partici-
pación y conclusión de los estudios de niñas, 

	 1	 En 2019, el gobierno federal anunció el impulso de tres estrategias nacionales: Estrategia nacional de mejora de 
las escuelas normales, Estrategia nacional de atención a la primera infancia y Estrategia nacional de educación 
inclusiva. 

niños, adolescentes y jóvenes en todo el país, 
en su amplia diversidad, en igualdad de con-
diciones y oportunidades” (SEP, 2019b: 5).  
La ENEI está estructurada alrededor de 12 
principios, 11 componentes y seis ejes rectores, 
los últimos con sus correspondientes obje-
tivos, metas, acciones, instrumentos de me-
dición y agentes responsables. En conjunto, 
estos documentos constituyen los textos de la 
política de educación inclusiva.

Stephen Ball (1993) sostiene que la política 
puede considerarse como un texto, un discur-
so y una práctica, y declara que para el estudio 
de las políticas se requiere analizar detenida-
mente cada una de estas dimensiones. Asi-
mismo, cuestiona lo que otros autores señalan 
como implementación de la política, porque 
para este autor los textos de política son, por 
lo general, escritos dirigidos a docentes y es-
cuelas pero sólo existen de manera hipotética; 
es decir, raramente dictan cómo llevarla a la 
práctica (Ball et al., 2012). Así mismo, postula 
que las políticas son recontextualizadas por 
los distintos actores educativos a partir de dos 
procesos: la interpretación y la traducción; 
sólo posterior a esto las políticas son pues-
tas en práctica en las escuelas y en las aulas 
(Beech y Meo, 2016).

A partir de estos postulados nos propu-
simos analizar los textos que constituyen la 
política de educación inclusiva, ya que esta-
blecen el conjunto de principios, propósitos, 
estrategias y acciones que los actores educa-
tivos de distintos niveles de autoridad debe-
rán interpretar y traducir para la puesta en 
marcha de prácticas inclusivas en las escuelas. 
Consideramos que estos textos de política no 
sólo norman la vida educativa del país, sino 
que también se convierten en una exigencia 
para las escuelas y los agentes educativos que 
laboran en ellas. En este escenario nos plan-
teamos indagar: ¿qué demandas impone la 
política de educación inclusiva a los docentes 
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de las escuelas primarias indígenas? Y ¿cuáles 
son los lineamientos pedagógicos que pro-
porciona esta política a los docentes para su 
trabajo en la escuela y en el aula?

El estudio de la política 
educativa: el abordaje teórico de 
Stephen J. Ball

En el campo de la investigación educativa, 
el estudio de la política educativa ocupa un 
lugar importante. Aunque investigadores de 
diversas disciplinas (antropología, sociología, 
ciencias políticas, ciencias de la educación, 
etc.) han avanzado hacia la comprensión de 
las políticas educativas (Beech y Meo, 2016), 
en este estudio interesa particularmente el 
abordaje teórico desarrollado desde la socio-
logía política de Stephen J. Ball, quien se ha 
convertido en uno de los investigadores más 
importantes en el campo de las políticas edu-
cativas en el Reino Unido.

Sus estudios se caracterizan por ser teóri-
camente eclécticos, pues, para el autor, el estu-
dio de fenómenos sociales complejos, como es 
el caso de las políticas educativas, requiere de 
la articulación de distintas perspectivas teóri-
cas para enfrentar las contradicciones y limi-
tantes que éstas conllevan (Ball, 1993; Beech 
y Meo, 2016). En este sentido, estipula que en 
una investigación la teoría tiene un rol fun-
damental: es una “caja de herramientas” que 
proporciona elementos para la problematiza-
ción, interpretación, análisis y comprensión 
de un fenómeno.

La política y sus dimensiones
La política es un término complejo de definir. 
Su raíz etimológica proviene del griego anti-
guo politiké, que se refiere a la actividad pública 
de los ciudadanos. En español, el término tie-
ne diversas acepciones: de acuerdo con la Real 
Academia Española (2019), la política puede ser 
entendida como adjetivo o como sustantivo, y 
de acuerdo con sus significados, Castañeda 
(2020) las agrupó de la siguiente manera:

a) campo de estudio; b) actividades públicas, 
es decir, las que competen a todo ciudadano 
(opinión, voto); c) actividades específicas de 
algunos miembros de la sociedad orienta-
das al gobierno de diferentes tipos o niveles;  
d) formas de proceder, tales como directrices 
o normativas para determinadas actuaciones; 
e) actitud o atributo social: adjetivos que desig-
nan determinadas conductas o relaciones de 
afinidad; f) función o desempeño, relativo a las 
personas que realizan las actividades específi-
cas (inciso c de esta lista) (Castañeda, 2020: 59).

En el caso del idioma inglés hay tres pala-
bras con el mismo origen etimológico polis, 
pero con distintos significados: a) polity, es el 
espacio en el que un gobierno ejerce norma-
tiva e ideológicamente su función; b) politics, 
son las actividades que se realizan dentro de 
este espacio (polity) y el estudio teórico prác-
tico del mismo; y, c) policy, se refiere a los pro-
gramas, planes de acción, reglas o normativas 
proclamadas de manera oficial por un gobier-
no (Castañeda, 2020).

De acuerdo con Ball (1993), un problema 
recurrente en el campo de la investigación so-
bre políticas educativas es la manera en la que 
éstas se definen, pues tales acepciones influ-
yen en la forma en la que las políticas son in-
vestigadas. Desde el planteamiento teórico del 
autor, no existe una definición única sobre la 
política; por el contrario, propone entender-
la a partir de tres dimensiones: “como texto, 
como discurso y como puesta en acto” (Beech 
y Meo, 2016: 10), además de considerarla como 
un proceso diverso sujeto a múltiples inter-
pretaciones (Ball et al. 2012). Consideramos 
que el estudio de las políticas exige examinar 
cada una de estas dimensiones, pues ninguna 
por sí sola es capaz de representar la compleji-
dad de la política en su conjunto.

La política como texto

La política puede concebirse como una repre-
sentación codificada de manera compleja a 



Perfiles Educativos  |  vol. XLIV, núm. 176, 2022  |  IISUE-UNAM  |  DOI: https://doi.org/10.22201/iisue.24486167e.2022.176.60534
S.S. Solis y M.G. Tinajero  |  La reforma educativa inclusiva en México 123

través de textos y artefactos (materiales utili-
zados, por ejemplo) que son decodificados y 
recodificados a través de un proceso de inter-
pretación y traducción. Para conceptualizarla 
como un texto, requiere ser entendida como 
codificaciones producidas por medio de lu-
chas, compromisos, intereses y negociaciones, 
producto de distintas etapas en el proceso de 
formulación (Ball, 1993; Ball et al. 2012; Beech 
y Meo, 2016), de tal forma que la política es una 
codificación de un conjunto de significados 
escritos en textos que constituyen el discurso 
oficial del Estado y, por lo tanto, es compleja, 
incompleta y cambiante (Beech y Meo, 2016).

De acuerdo con Ball, es necesario conside-
rar que los textos de política: a) tienen una his-
toria representativa e interpretativa, pues los 
propósitos y mecanismos que se plantean se 
modifican con el tiempo y son representados 
de diferentes maneras por distintos actores e 
intereses (Ball, 1993); b) plantean problemáti-
cas que deben ser resueltas por los actores en 
sus contextos, aun cuando no se llega a especi-
ficar claramente qué hacer para solucionarlas, 
sino que se postulan circunstancias y se reduce 
el rango de opciones para su posible atención; 
c) no se introducen en un vacío institucional, 
sino en escuelas y en contextos específicos a 
partir de los cuales los sujetos construyen sus 
respuestas (Ball, 1993; Ball et al., 2012; y d) se 
encuentran en circulación de manera simultá-
nea con otros textos de política, lo que puede 
significar que la puesta en práctica de alguna 
inhiba, intervenga o contradiga la puesta en 
práctica de otra (Ball, 1993).

La política como discurso

El discurso político se construye a partir de 
los significados y posibilidades de pensamien-
to que despliegan los sujetos sobre la política, 
esto es, lo que pueden decir los involucrados 
en un momento y en un lugar determinado, 
y con cierta autoridad. Aunque el discurso 
no se reduce al lenguaje, el discurso también 
“habla”, es decir, los sujetos forman parte de 

lo que las subjetividades, el conocimiento y 
las relaciones de poder construyen y trasmi-
ten; en síntesis, habla la política y los sujetos 
toman posiciones con respecto a lo que se de-
manda de ellos (Ball, 1993).

Ball (1993) enfatiza que el efecto de la po-
lítica en los sujetos es principalmente discur-
sivo, pues conciben posibles respuestas a las 
políticas mediante los conceptos y el lenguaje 
que el discurso pone a su disposición. En este 
sentido, a través del discurso se modifican las 
respuestas de los sujetos o se despliegan posi-
bilidades de pensar de determinada manera, 
se delimitan sus respuestas y se restringe el 
espacio discursivo de sus interpretaciones 
(Beech y Meo, 2016). La política como discur-
so debe ser vista como un “ejercicio de poder 
a través de la producción de verdad y cono-
cimiento” (Ball, 1993, cit. en Beech y Meo, 
2016: 12), ya que, mediante el discurso se de-
fine lo que es aceptable, deseable e inclusive 
inapropiado.

La política como práctica

Las políticas se introducen a las escuelas for-
muladas como textos y discursos, pero son 
los actores escolares quienes las ponen en acto 
o en práctica. Por lo anterior, para Ball et al. 
(2012) la puesta en práctica debe concebirse 
desde el contexto real y holístico de los suje-
tos, como un proceso dinámico, inestable, 
complejo, contingente y no lineal.

La puesta en práctica de la política supone 
la traducción de los textos de formulaciones 
abstractas en acciones y en prácticas situadas, 
en las que se involucran “interpretaciones de 
interpretaciones” (Rizvi y Kemmis, 1987, cit. 
en Ball, 1993: 11). En las escuelas, son los acto-
res educativos quienes dotan de significados 
a los textos de política en función de su bio-
grafía profesional, experiencia, subjetividad, 
contexto histórico, institucional y social, así 
como desde su identidad profesional y posi-
ción dentro del sistema educativo local (Beech 
y Meo, 2016).
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En este sentido, difícilmente puede pre-
decirse cómo las políticas serán puestas en 
práctica, ni cuál será su efecto en las escuelas 
y en los actores educativos. La práctica se ca-
racteriza por su versatilidad, por tanto, puede 
diferir incluso entre los actores de una misma 
institución y, aunque la escuela se encargue 
de darle sentido a la política, no pueden ob-
viarse resultados diversos, pues la práctica de 
los sujetos no la determina exclusivamente la 
política (Ball, 1993; Ball et al., 2012).

Entre las complejidades de la puesta en 
práctica se encuentra el hecho de que las po-
líticas son planeadas por otros actores edu-
cativos, quienes, por lo regular, no toman en 
cuenta las circunstancias reales en las que se 
pondrán en práctica. Además, quienes dise-
ñan la política esperan que, en las escuelas, los 
docentes se familiaricen y pongan en acción 
múltiples políticas educativas, aunque en oca-
siones resulten contradictorias entre sí (Ball et 
al., 2012).

Desde este abordaje teórico exploraremos 
las particularidades de cada una de las dimen-
siones de la política para evitar una perspecti-
va reduccionista.

Marco normativo de la educación 
inclusiva en México

Hace tres décadas que la educación inclusiva 
ingresó a la agenda educativa a nivel interna-
cional, específicamente a partir de la Confe-
rencia Mundial de Educación para Todos 
organizada por la Organización de las Na-
ciones Unidas para la Educación, la Ciencia y 
la Cultura (UNESCO), y las subsecuentes con-
ferencias y foros internacionales realizados 
por el mismo organismo sobre ese tema. Sin 
embargo, pese al interés de los organismos in-
ternacionales, en muchos sistemas educativos 
la inclusión como práctica cotidiana aún no 
es una realidad en las escuelas (Arzate, 2018; 
García-Cedillo, 2018).

En el marco de dichos eventos, diversos 
países latinoamericanos se comprometieron 

a impulsar una serie de transformaciones en 
materia de política educativa con el fin de pro-
mover una educación inclusiva; aunque son 
evidentes los avances en la materia, persisten 
las brechas que esbozan indudables desafíos 
para los sistemas educativos (Blanco, 2014).

En el caso mexicano, el interés del Esta-
do por desarrollar una educación inclusiva 
ha sido gradual. A grandes rasgos, se pueden 
identificar cuatro momentos clave en su de-
sarrollo. En la década de los noventa, las po-
líticas educativas inclusivas se caracterizaban 
por tener una orientación hacia la integración 
educativa, entendida por Juárez et al. (2010: 67) 
como: “el proceso educativo en el cual niños 
y niñas con necesidades educativas especiales 
de aprendizaje pueden ser incorporados pau-
latinamente en las aulas regulares”.

Años más tarde se vislumbró el interés por 
el desarrollo de una educación inclusiva con 
una orientación centrada en la educación para 
todos y no específicamente en la integración. 
El Programa Sectorial de Educación 2007-2012 
(SEP, 2007: 7) buscaba convertir a cada escuela 
del país “en un espacio caracterizado por la ca-
lidad, la inclusión y la seguridad”, aunque no 
se especificaron los mecanismos para logarlo.

Fue hasta el sexenio 2013-2018 cuando tuvo 
un mayor sustento normativo: el PSE 2013-2018 
(SEP, 2013) estableció como meta nacional ga-
rantizar un sistema educativo inclusivo, por 
lo que se introdujo un apartado de inclusión 
y equidad y se desarrollaron diversas líneas 
de acción orientadas a promover una educa-
ción inclusiva (por ejemplo, la línea 3.5.1 del 
programa refería el marco regulatorio con un 
enfoque inclusivo en todos los niveles educa-
tivos; y la línea 3.6.7 estipuló impulsar el forta-
lecimiento de la inclusión y equidad educativa 
mediante los gobiernos estatales y municipa-
les). A partir de tales preceptos, el gobierno 
federal impulsó el Programa para la Inclusión 
y la Equidad Educativa (PIEE), a cargo de la 
Subsecretaría de Educación Básica, que ope-
ró a través de reglas de operación específicas 
desde 2014 hasta 2019.
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Asimismo, en la reforma curricular de 
dicho sexenio la educación inclusiva no que-
dó fuera. La “Ruta para la implementación 
del modelo educativo 2017” determinó que la 
inclusión debía ser uno de los principios que 
orientara el funcionamiento del SEN, además 
de considerar su potencial para eliminar las 
barreras que enfrentan los estudiantes (SEP, 
2017a). En el plan y programas de estudios 
para la educación básica (“Aprendizajes clave 
para la educación integral”) se estipuló que 
las escuelas tendrían que ser espacios para la 
construcción de entornos inclusivos, donde el 
profesorado basara su práctica pedagógica en 
el reconocimiento y la valoración de la diver-
sidad estudiantil (SEP, 2017b).

También, como parte de la reforma curri-
cular, la SEP publicó la “Estrategia de equidad 
e inclusión en la educación básica”, y aunque 
este documento asume teóricamente la pos-
tura de la educación inclusiva basada en una 
educación para todos sin distinciones, las ac-
ciones en concreto se circunscriben a las nece-
sidades de poblaciones específicas: estudiantes 
con discapacidad, aptitudes sobresalientes y 
dificultades de aprendizaje, conducta o comu-
nicación (SEP, 2018). Además, esta estrategia 
fue una adaptación del índice de inclusión2 
propuesto por Booth y Ainscow (2000; 2015), el 
cual propone elaborar un plan de trabajo du-
rante las sesiones del Consejo Técnico Escolar 
(CTE) e incorporarlo a la entonces denomina-
da Ruta de Mejora Escolar (SEP, 2018).

En el presente gobierno federal (2018-2024) 
la educación inclusiva ha tenido un mayor 
sustento normativo, pues se propone como 
uno de los ejes que articula la reforma edu-
cativa actual, y se acompaña de un conjunto 
de cambios en la legislación, como ya se se-
ñaló: en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, la Ley General de 
Educación, los lineamientos para una Nueva 

	 2	 El índice de inclusión tiene la intención de proporcionar, a los colectivos escolares, materiales diseñados para 
propiciar la construcción de comunidades escolares colaborativas, para que, en el camino a la construcción de 
una educación inclusiva, las escuelas sigan su propio proceso en función de sus contextos y realidades (Booth y 
Ainscow, 2000).

Escuela Mexicana y la Estrategia nacional de 
educación inclusiva.

Aproximación metodológica

Para llevar a cabo el estudio partimos de un 
diseño fundamentado en la metodología cua-
litativa, entendida como “una actividad siste-
mática orientada a la compresión en profun-
didad de fenómenos educativos y sociales… 
y hacia el descubrimiento y desarrollo de un 
cuerpo organizado de conocimientos” (San-
dín, 2003: 123). Bajo esta perspectiva, el estu-
dio consistió en un análisis documental de los 
textos de política que, de acuerdo con Massot 
et al. (2009) es una actividad sistemática y pla-
nificada, orientada a examinar documentos a 
través de los cuales es posible obtener infor-
mación valiosa a la que quizás no se tenga ac-
ceso por otros medios.

Coffey y Atkinson (2003) sostienen que no 
existe una única forma de analizar los datos 
cualitativos y declaran que el procedimiento 
de análisis de datos es riguroso, metódico, 
analítico y sistemático, pero también flexible, 
imaginativo, reflexivo, sagaz y juguetón. Para 
el análisis de los textos de política —artículo 
3° constitucional, LGE y ENEI—, se siguió la 
propuesta analítica de Dey (1993, cit. en Coffey  
y Atkinson, 2003), la cual se compone de las 
siguientes actividades:

•	Descripción: amplia y minuciosa
•	Clasificación: dotar a los datos de sig-

nificado, codificarlos y categorizarlos
•	Conectar los datos: encontrar patro-

nes y conexiones para su posterior 
interpretación

La clasificación se realizó mediante cua-
dros, tablas y diagramas. En los cuadros y 
tablas se agruparon las acciones concretas 
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estipuladas en los textos de política; y en los 
diagramas, las demandas que estas acciones 
significan para el profesorado. Para encontrar 
conexiones o patrones en los datos se compa-
ró la información empírica entre sí, por lo que 
se analizó la congruencia entre los tres textos 
de la política.

Resultados: las demandas y 
orientaciones de la política de 
educación inclusiva

Dos documentos son centrales para entender 
hacia dónde se dirige la política inclusiva: la 
reforma al artículo 3° constitucional de 2019 
y la Ley General de Educación a partir de los 
cambios que se introdujeron en 2019. La pri-
mera establece que la educación impartida 
por el Estado debe ser obligatoria, pública, lai-
ca, gratuita, universal e inclusiva, y que, para 
el cumplimiento del último criterio, es nece-
sario considerar las capacidades, las circuns-
tancias y las necesidades de los estudiantes, así 
como realizar ajustes razonables e implemen-
tar medidas específicas para eliminar las BAP 
(DOF, 2019a).

Entre las modificaciones realizadas, el 
Estado se compromete a que la educación en 
México:

•	Se base en el respeto a la dignidad de las 
personas bajo un enfoque de derechos 
humanos.

•	Sea equitativa, al impulsar medidas 
para luchar contra las desigualdades 
y promover acciones para mejorar las 
condiciones de vida de los estudiantes 
en las escuelas de educación básica de 
alta marginación.

•	Sea plurilingüe e intercultural, al ba-
sarse en el reconocimiento, respeto y 
preservación del patrimonio cultural.

•	Asegure el acceso, la permanencia y 
la participación de los niños y jóvenes 
mexicanos (DOF, 2019a).

Mientras la Constitución nombra las 
principales características y fines de la edu-
cación, la LGE presenta un mayor desarrollo 
normativo y conceptual sobre la educación 
inclusiva. En el capítulo VIII es definida como 
“el conjunto de acciones orientadas a identifi-
car, prevenir y reducir las barreras que limi-
tan el acceso, permanencia, participación y 
aprendizaje de todos los educandos, al elimi-
nar prácticas de discriminación, exclusión y 
segregación” (DOF, 2019b: 61).

Además, la LGE estipula que la educación 
inclusiva: a) se fundamenta en la valoración 
de la diversidad, la búsqueda del máximo lo-
gro de los aprendizajes, la participación y con-
tinuidad de los estudios; b) hace énfasis en los 
grupos de la población que se encuentran en 
mayor riesgo de exclusión y marginación en 
todos los tipos y niveles educativos; y c) bus-
ca instrumentar acciones para que ninguna 
persona quede excluida del SEN “por motivos 
de origen étnico o nacional, creencias religio-
sas, convicciones éticas o de conciencia, sexo, 
orientación sexual o de género, así como por 
sus características, necesidades, intereses, ca-
pacidades, habilidades y estilos de aprendiza-
je” (DOF, 2019b: 61).

El artículo 7 fracción II del mismo docu-
mento determina que, para que la educación 
sea inclusiva, es necesario que: a) responda a 
las características, capacidades, necesidades, 
habilidades, estilos y ritmos de aprendizaje de 
todos los estudiantes; b) elimine las distintas 
BAP que enfrentan los estudiantes; c) establezca 
educación especial en todos los tipos, niveles y 
modalidades educativas; y d) provea los mate-
riales y recursos técnico-pedagógicos necesa-
rios para los servicios educativos (DOF, 2019b).

Un examen más detenido muestra que la 
mayoría de las acciones planteadas en el capí-
tulo VIII de esta ley apuntan hacia la atención 
de estudiantes con alguna discapacidad y, por 
ende, se refieren principalmente al campo de 
la educación especial. Otras, en menor propor-
ción, se orientan hacia la eliminación de las BAP 



Perfiles Educativos  |  vol. XLIV, núm. 176, 2022  |  IISUE-UNAM  |  DOI: https://doi.org/10.22201/iisue.24486167e.2022.176.60534
S.S. Solis y M.G. Tinajero  |  La reforma educativa inclusiva en México 127

y ninguna alude, de forma directa, a la atención 
de las características de los estudiantes y la pro-
visión de recursos técnico-pedagógicos y mate-
riales. A partir de lo anterior, las acciones enun-
ciadas en el texto de política de la LGE pueden 
ser clasificadas en dos grandes categorías (DOF, 
2019b), como muestra el Cuadro 1.

En términos generales, es posible afir-
mar que algunas de las acciones planteadas 
pueden ser llevadas a la práctica con relativa 
facilidad, siempre y cuando existan las con-
diciones en los diferentes contextos escolares. 
Sin embargo, otras son más complejas, por 
ejemplo, la promoción de políticas, prácticas 
y actitudes inclusivas, ya que su impulso de-
penderá, como lo apunta García et al. (2013), 
del significado otorgado por los actores al 
concepto (educación inclusiva) o, como lo 
postulan Ball et al. (2012), serán puestas en 
práctica una vez que los sujetos involucrados 
se apropien de ellos a través de los procesos de 
traducción e interpretación.

Otro aspecto destacable de la LGE es la 
distinción que ahí se hace sobre los tres dife-
rentes niveles de autoridad educativa: federal 

(nacional), de las entidades federativas (esta-
tal) y local; no obstante, en la mayoría de las 
acciones sugeridas no se especifica qué auto-
ridad responsable llevará a cabo las acciones, 
a excepción de la emisión de los lineamientos 
para prestar el servicio de educación especial 
y la atención a los estudiantes con aptitudes 
sobresalientes (a cargo de las autoridades edu-
cativas federales).

Estrategia nacional de  
educación inclusiva (ENEI)
La ENEI puede ser considerada como un me-
canismo a través del cual se precisan las ac-
ciones plasmadas en la LGE para su práctica. 
El documento propone la transformación del 
SEN, caracterizado como inflexible, inequi-
tativo, estandarizado y centralizado, en un 
sistema más inclusivo, pertinente y flexible, 
capaz de identificar y eliminar las BAP que los 
estudiantes enfrentan, tanto en el mismo SEN, 
como en sus entornos (SEP, 2019b).

El apartado del marco normativo de la 
ENEI señala que existen diversas acepciones 
respecto al término inclusión, entre ellas, la 

Cuadro 1. Clasificación de las acciones enunciadas en la LGE

Eliminación de las BAP: Instaurar un sistema de diagnóstico temprano y atención especializada

Asegurar la formación del personal docente

Promover políticas, prácticas y actitudes inclusivas

Educación especial  
para todos:

Garantizar el derecho de personas con discapacidad o condiciones especiales a recibir 
educación, aprender y desarrollar habilidades para la vida

Prestar educación especial para estudiantes con alguna discapacidad o aptitudes sobre-
salientes en los niveles de educación obligatoria

Brindar educación especial en condiciones apropiadas para los alumnos

Ofrecer formatos accesibles para brindar educación especial

Facilitar el aprendizaje del sistema braille, de la lengua de señas y otros modos, medios y 
formatos de comunicación

Garantizar que los estudiantes sordos, ciegos o sordociegos reciban educación en los 
modos y medios de comunicación más oportunos de acuerdo con sus necesidades

Garantizar que se realicen ajustes razonables para las personas con discapacidad

Emitir lineamientos para el diagnóstico, la acreditación y certificación de estudiantes 
con aptitudes sobresalientes

Emitir lineamientos orientadores para la prestación de servicios de educación especial
Fuente: elaboración propia a partir de DOF (2019b).
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escolarización de estudiantes con discapaci-
dad, una respuesta a los estudiantes que pre-
sentan problemas conductuales y atención de 
grupos en mayor riesgo de exclusión. No obs-
tante, afirma que la actual política asume la 
inclusión como el “desarrollo de una escuela 
común, no selectiva, organizada para acoger 
la diversidad y asegurar el logro educativo de 
todas las personas” (SEP, 2019b: 17), y no sólo 
de colectivos específicos, como estipulan las 
primeras acepciones.

Desde esta concepción se aspira a desarro-
llar modelos educativos capaces de responder 
a la diversidad, replantear la función de la 
escuela y transformar el SEN. Así, esta pers-
pectiva sostiene que la educación inclusiva 
se sustenta en la valoración de todos los estu-
diantes, el reconocimiento de los derechos de 
las personas, la eliminación de cualquier for-
ma de discriminación, el respeto por sus di-
ferencias, el compromiso con los estudiantes 
que se encuentran en mayor desventaja social 
y la transformación de prácticas, culturas y 
políticas que inhiben la atención a la diversi-
dad (SEP, 2019b).

Las definiciones expuestas en la ENEI pro-
ceden del trabajo de Ainscow y Miles (2008), 
aunque no se les otorga la correspondiente au-
toría. Los autores precisan cinco concepciones 
de la inclusión, a diferencia de la ENEI, que re-
toma sólo cuatro, pues la definición adoptada 
en la estrategia es el resultado de la unión de 
dos premisas: escuela para todos y educación 
para todos. También es importante destacar 
que la LGE y la ENEI no asumen la misma de-
finición de educación inclusiva: mientras que 
la LGE se centra en la eliminación de las BAP, 
la ENEI se orienta a la atención a la diversidad. 
Ambas cuestiones son centrales en el marco 
teórico de Ainscow (2005) y en el índice de in-
clusión (Booth y Ainscow, 2015).

Asimismo, la ENEI desarrolla concep-
tualmente las BAP y asevera que la exclusión 

educativa se manifiesta a partir de ellas. Éstas 
se definen como las condiciones normativas, 
organizacionales, pedagógicas, físicas, admi-
nistrativas y actitudinales dentro del sistema 
educativo que impiden que los estudiantes 
accedan, permanezcan, concluyan y constru-
yan sus aprendizajes. Se clasifican en barreras 
estructurales, normativas y didácticas (SEP, 
2019b).

Las barreras estructurales son de índo-
le general y la ENEI asume que son resultado 
de un sistema que normalizó la exclusión y la 
desigualdad, y que constituyen la fuente de ac-
titudes, prácticas y políticas que invisibilizan, 
excluyen, discriminan o etiquetan a las perso-
nas, por ejemplo, los currículos inflexibles y 
homogéneos. Las barreras normativas proce-
den de las leyes, las políticas, los lineamientos, 
las disposiciones administrativas, los ordena-
mientos y los programas que dificultan, impi-
den o limitan el acceso, el trayecto formativo y 
el aprendizaje y participación de los estudian-
tes; se infiere, entonces, que será necesario 
un reordenamiento al respecto. Las barreras 
didácticas son las prácticas educativas y acti-
tudinales que se desarrollan en el entorno es-
colar y que se caracterizan por desplegar bajas 
expectativas académicas, por no ser cultural-
mente pertinentes y no atender los ritmos y 
estilos de aprendizaje de los estudiantes, por 
ejemplo el uso de estrategias y materiales di-
dácticos homogéneos (SEP, 2019b).

En el marco operativo, la ENEI establece 
sus principios rectores, sus componentes y 
sus ejes estratégicos —también llamados ejes 
rectores.

Como se observa en el Cuadro 2, los 11 
componentes de la ENEI constituyen la base 
para el desarrollo de los 12 principios y los seis 
ejes rectores. Cada uno de ellos tiene particu-
laridades. El Cuadro 3 agrupa sus 11 compo-
nentes y sus acciones específicas.
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Cuadro 3. Componentes de la Estrategia nacional  
de educación inclusiva

Componentes Descripción de las acciones
1.	 Proyecto escolar para la 

inclusión
Elaboración de proyectos escolares para la inclusión que favorezcan el reconocimiento, 
valoración y promoción de la diversidad estudiantil, además de contribuir a la disminu-
ción de las BAP

2.	 Estructura programáti-
ca y presupuestal

Diseño de un programa especial en el Presupuesto de Egresos de la Federación y las 
previsiones presupuestales para los siguientes ejercicios fiscales

3.	 Estrategias de evalua-
ción para la educación 
inclusiva

Diseño de un mecanismo de seguimiento, mediante la adecuación de los sistemas de 
monitoreo y evaluación del control escolar y la gestión existentes

4.	 Diagnósticos con 
información nominal y 
georreferenciada

Elaboración de un diagnóstico sobre la desigualdad social, cultural, educativa, alimen-
taria, económica, laboral y tecnológica

5.	 Gasto equitativo para la 
inclusión

Previsión presupuestal para que la ENEI permita realizar las transformaciones que 
requiere el SEN y llegue a todos los centros escolares

6.	 Gobernanza Coordinación intersectorial y de los tres órdenes de gobierno para el logro del objetivo 
general y la implementación de los componentes de la estrategia

7.	 Formación docente Integración de un enfoque inclusivo y de atención a la diversidad en los programas de 
estudio de formación inicial y formación para maestros en servicio

8.	 Entornos inclusivos Elaboración de un diagnóstico sobre los espacios y recursos educativos que los centros 
requieren para garantizar que se encuentren adaptados y donde todos los estudiantes 
puedan participar en igualdad de condiciones y oportunidades

9.	 Planeación 
participativa

Organización y estructura de los procesos educativos con enfoque inclusivo

10.	 Armonización 
legislativa

Actualización y alineación de las normas de acuerdo al marco nacional que aseguren el 
enfoque de diversidad y la identificación y atención de barreras al aprendizaje

11.	 Participación y cambio 
cultural

Diseño e implementación de acciones que garanticen la participación de todos los 
estudiantes para la sensibilización, capacitación, generación de alternativas y toma de 
decisiones inclusivas basadas en el respeto por la diversidad

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Estrategia nacional de educación inclusiva (SEP, 2019b).

Cuadro 2. Componentes, principios y ejes rectores de la ENEI

Ejes rectores Principios rectores Componentes
1.	 Armonización legislativa y 

normativa
2.	 Desarrollo de modelos de aten-

ción con enfoque inclusivo
3.	 Formación de los agentes 

educativos
4.	 Sistema integral de información 

para la educación inclusiva
5.	 Centros educativos accesi-

bles para el aprendizaje y la 
participación

6.	 Estrategias de comunicación y 
vinculación a favor de la inclusión 
intersectorial

1.	 Armonía progresiva
2.	 Corresponsabilidad
3.	 Diversidad
4.	 Equidad en inclusión
5.	 Excelencia en educación
6.	 Igualdad sustantiva
7.	 Inclusión
8.	 Inclusión educativa
9.	 Interculturalidad

10.	 Interés superior de las niñas, 
niños y adolescentes

11.	 Interseccionalidad
12.	 Flexibilidad curricular

1.	 Proyecto escolar para la inclusión
2.	 Estructura programática y 

presupuestal
3.	 Estrategias de evaluación para la 

educación inclusiva
4.	 Diagnósticos con información 

nominal y georrefeneciada
5.	 Gasto equitativo para la inclusión
6.	 Gobernanza
7.	 Formación docente
8.	 Entornos inclusivos
9.	 Planeación participativa

10.	 Armonización legislativa
11.	 Participación y cambio cultural

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Estrategia nacional de educación inclusiva (SEP, 2019b).
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Respecto a los componentes, conviene 
señalar que cada uno tiene implicaciones y 
alcances distintos, en especial si se sitúan en 
la heterogeneidad de los contextos y condicio-
nes en las que se encuentran las escuelas mexi-
canas. El Cuadro 3 muestra que algunos de los 
componentes son más asequibles que otros, 
por ejemplo, alinear las normas de acuerdo 
con el marco nacional desde un enfoque ba-
sado en la diversidad, o establecer una coor-
dinación intersectorial y entre los tres órdenes 
de gobierno tienen implicaciones distintas 
a la de disponer de entornos inclusivos en 
los planteles escolares, puesto que el cumpli-
miento de este último componente implica, 
por un lado, realizar un diagnóstico sobre los 
espacios y recursos educativos que los centros 
requieren y, por el otro lado, garantizar que 
se encuentren adaptados para que todos los 
estudiantes participen en igualdad de con-
diciones y oportunidades, lo que requiere de 
mayores esfuerzos.

Situar este último componente en la rea-
lidad de las escuelas mexicanas y, en particu-
lar, en las escuelas indígenas, muchas de las 
cuales tienen una infraestructura deficiente 
y cuentan con escasos recursos materiales y 
financieros (INEE, 2018), muestra la dificultad 

	 3	 También se nombran otras dependencias federales como la Subsecretaría de Educación Básica (SEB), la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público (SHCP), la Dirección General de Acreditación, Incorporación y Revalidación 
(DGAIR), la Dirección General de Desarrollo Curricular (DGDC), la Dirección General de Desarrollo y Gestión 
Educativa (DGDGE), la Dirección General de Evaluación de Políticas (DGEP), la Subsecretaría de Educación Media 
Superior (SEMS), la Subsecretaría de Educación Superior (SES), la Dirección General de Presupuesto y Recursos 
Financieros (DGPRF), entre otras.

que podrá presentarse para garantizar los 
espacios físicos y los recursos educativos ne-
cesarios para el trabajo docente. Si las condi-
ciones no cambian, difícilmente podrán ins-
trumentarse todos los componentes. Además, 
otro aspecto destacable que intervendrá en la 
puesta en práctica de los componentes es el 
hecho de que los diferentes actores educativos 
que participan en cada contexto interpreta-
rán “las políticas más allá de lo escrito en los 
textos” (Martínez et al., 2016: 4).

Por otro lado, la parte medular de la ENEI 
la constituyen los seis ejes rectores, pues de 
éstos se desprenden las líneas de acción. Cada 
eje cuenta con un objetivo particular e integra 
acciones de diversa índole para su cumpli-
miento. En total, la ENEI propone 66 líneas de 
acción distribuidas en los seis ejes, como se 
muestra en la Tabla 1.

La sección que describe los mecanismos 
de seguimiento y coordinación de la ENEI 
apunta que, para la concreción y conducción 
de las líneas de acción, se requiere de la res-
ponsabilidad compartida entre distintos ór-
denes de gobierno, y por lo tanto determina 
tres niveles para su ejecución: un nivel estraté-
gico, referido a la autoridad educativa federal, 
principalmente la SEP;3 un nivel territorial, es 

Tabla 1. Distribución de las líneas de acción en los ejes rectores

Eje rector Líneas de acción
1.	 Armonización legislativa y normativa (ALN) 15

2.	 Desarrollo de modelos de atención con enfoque inclusivo (DMAEI) 17

3.	 Formación de los agentes educativos (FAE) 8

4.	 Sistema integral de información para la educación inclusiva (SIIEI) 4

5.	 Centros educativos accesibles para el aprendizaje y la participación (CEAAP) 12

6.	 Estrategias de comunicación y vinculación a favor de la inclusión intersectorial (ECVII) 10

Total 66

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Estrategia nacional de educación inclusiva (SEP, 2019b).
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decir, un equivalente a la SEP a nivel estatal; y 
un nivel escolar, a cargo de la autoridad del 
plantel (director o encargado del despacho) 
(SEP, 2019b).

En esa lógica, la ENEI nombra una ins-
tancia responsable para cada línea de acción, 
pero algunas acciones son compartidas para 
su cumplimiento. La Tabla 2 agrupa el total 
de acciones por eje rector, la instancia respon-
sable y las acciones que involucran diferentes 
niveles de ejecución.

Como puede observarse, la mayor parte de 
las acciones planteadas en la ENEI son respon-
sabilidad de la federación (62), y pocas son res-
ponsabilidad del nivel estatal (2) y escolar (2). 
Sin embargo, 43 de las acciones requieren de 
la corresponsabilidad entre los tres diferentes 
niveles de autoridad: 17 son responsabilidad 
de la federación y de la autoridad estatal, 21 de 
la federación y la escuela, y 5 de los tres niveles. 
Lo anterior indica que la estrategia es una pro-
puesta centralizada, ya que la mayor parte de 
las líneas de acción recaen sobre la federación 
y sólo algunas sobre los estados; incluso existe 
mayor corresponsabilidad entre la autoridad 
federal y la escolar para la puesta en práctica de 
las acciones, lo cual, en algunos casos, implica 
que los gobiernos estatales serán utilizados 
como un puente entre los otros dos niveles.

A partir del análisis cualitativo realizado 
al documento de la estrategia —particular-
mente de las acciones que comprometen a las 
escuelas— se identificaron 28 líneas de acción 
que, en corresponsabilidad con las autorida-
des educativas federales, requieren de la inter-
vención de los directivos y docentes para su 
instrumentación. En este sentido, las líneas de 
acción constituyen demandas hacia las escue-
las, ya que se les solicita que atiendan específi-
camente ciertos rubros.

Del análisis emergieron cinco tipos de 
demandas hacia las escuelas: organizativas, 
de infraestructura, formativas, pedagógicas y 
extracurriculares. La Tabla 3 concentra el nú-
mero de acciones y el tipo de demanda por eje 
rector enunciado en la ENEI.

La Tabla 3 muestra que la mayor parte de 
las demandas hacia las escuelas y los docentes 
son pedagógicas y, en menor medida, de índo-
le organizativa, formativa, de infraestructura y 
extracurricular. Cabe aclarar que tales deman-
das prevén una corresponsabilidad entre las 
autoridades federales y escolares, por lo que no 
todo el compromiso recae sobre las escuelas, 
aunque se requiere de una coordinación que 
permita la instrumentación de lo propuesto. 
La Fig. 1 sintetiza las demandas pedagógicas 
que deberán atender los actores en las escuelas.

Tabla 2. Líneas de acción por eje rector y responsables de su ejecución

Eje rector Líneas de acción Responsabilidad principal Corresponsabilidad
Federal Estatal Escolar F-E F-Es F-E-E

1.	 Legislación 15 13 1 1 0 4 0

2.	 Modelos 17 17 0 0 0 14 1

3.	 Formación 8 8 0 0 0 3 0

4.	 Información 4 3 1 0 2 0 0

5.	 Centros 12 11 0 1 11 0 3

6.	 Vinculación 10 10 0 0 4 0 1

Total 66 62 2 2 17 21 5

Nota: 1= armonización legislativa y normativa; 2= desarrollo de modelos de atención con enfoque inclusivo; 3= for-
mación de los agentes educativos; 4= sistema integral de información para la educación inclusiva; 5= centros 
educativos accesibles para el aprendizaje y la participación; 6= estrategias de comunicación y vinculación a 
favor de la inclusión intersectorial, F-E=federal-estatal, F-Es= federal-escolar, F-E-E= federal-estatal-escolar.

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Estrategia nacional de educación inclusiva (SEP, 2019b).
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Como se aprecia en la Fig. 1, la ENEI impo-
ne acciones y actividades con distintas impli-
caciones. Por un lado, las autoridades desarro-
llarán y procurarán los modelos y los servicios 
especializados, y por el otro, los actores edu-
cativos deberán demostrar conocimientos, 

habilidades y capacidades específicas; por 
ejemplo, para que un profesor sea capaz de 
ofrecer modelos de atención accesibles que sa-
tisfagan las necesidades de comunicación de 
un alumno ciego necesita conocer el sistema 
braille y contar con habilidades pedagógicas 

Tabla 3. Clasificación de las demandas para las escuelas

Eje rector Líneas de 
acción

Demandas
Organizativas Infraestructura Pedagógicas Formativas Extracurriculares

1.	 ALN 5 3 0 2 0 0

2.	 DMAEI 15 2 0 12 0 1

3.	 FAE 3 0 0 0 3 0

4.	 CEAAP 4* 3 2 3 0 0

5.	 ECVII 1 0 0 0 0 1

Total 28 7 2 17 3 2

Nota: *Dos de las líneas de acción de este eje rector demandan cuestiones organizativas, de infraestructura y pedagó-
gicas, por lo que se contabilizó en las columnas correspondientes.

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Estrategia nacional de educación inclusiva (SEP, 2019b).

Figura 1. Demandas pedagógicas de la ENEI

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Estrategia nacional de educación inclusiva (SEP, 2019b).
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para la enseñanza a través de distintas estrate-
gias y con apoyo de materiales especializados.

En resumen, las demandas pedagógicas se 
orientan hacia la atención de distintas pobla-
ciones estudiantiles; por ejemplo: estudiantes 
en situación de vulnerabilidad, con aptitudes 
sobresalientes, con discapacidad, indígenas y 
migrantes; a diferencia de lo propuesto en la 
LGE que coloca el énfasis en la atención de es-
tudiantes con alguna discapacidad.

Por su parte, los lineamientos pedagógicos 
identificados en los textos de política se pue-
den clasificar —dadas sus características— en 
dos tipos: generales y específicos; antes de pre-
cisar en qué consiste cada uno cabe destacar 
que ambos se sitúan primordialmente en la 
ENEI. Los generales son orientaciones para el 
trabajo escolar y áulico, y son: el desarrollo 
de un diseño universal para el aprendizaje, 
realizar ajustes razonables, tomar medidas 
específicas en los casos que se requieran, uti-
lizar apoyos para aumentar la capacidad de la 
escuela de responder a la diversidad, y basarse 
en el principio fundamental de accesibilidad 
para abatir el aislamiento, la exclusión y la dis-
criminación (SEP, 2019b).

Por otro lado, los lineamientos pedagó-
gicos enunciados tanto para las instituciones 
como para los actores educativos consisten en 
una serie de documentos, todos proyectados 
para elaborarse en el periodo 2019-2024:

•	Documento con criterios para mante-
nimiento y remodelación

•	Documento con protocolos de protec-
ción civil

•	Mecanismo de diagnóstico de infraes-
tructura escolar accesible

•	Documento de estructuras ocupacio-
nales

•	Normas de acreditación, promoción y 
certificación

•	Lineamientos con criterios orientado-
res para la prestación de servicios de 
educación especial

•	Lineamientos para la atención de alum-
nos con aptitudes sobresalientes en to-
dos los tipos, niveles y modalidades

•	Documento con orientaciones para im-
plementar el modelo bilingüe bicultural

•	Marco para la excelencia en la ense-
ñanza y la gestión escolar dirigidas al 
aprendizaje y desarrollo integral de to-
dos los alumnos

•	Programa de enseñanza de segundas 
lenguas (SEP, 2019b)

De acuerdo con los títulos de los docu-
mentos que se elaborarán, es posible advertir 
que se pretende atender cuestiones organiza-
tivas del sistema de atención para la diversi-
dad entre los estudiantes, de infraestructura y 
pedagógicas. Es importante señalar que a casi 
dos años de la publicación de la ENEI (2021), 
únicamente se han elaborado y difundido 
dos de los documentos señalados: las normas 
de acreditación, certificación y promoción; y 
el marco para la excelencia de la enseñanza y 
la gestión escolar en la educación básica. Res-
pecto a los documentos sobre cuestiones pe-
dagógicas, el énfasis se coloca en el modelo de 
atención —actualmente el intercultural bilin-
güe—, en la enseñanza de segundas lenguas 
y en el desarrollo integral de los estudiantes. 
Finalmente, llama la atención la ausencia de 
lineamientos o documentos que impliquen 
acciones de capacitación y formación para los 
docentes bajo un enfoque inclusivo.

En suma, las demandas son de mayor 
complejidad que los lineamientos pedagógi-
cos previstos en la ENEI; las demandas peda-
gógicas que se derivan del análisis realizado 
requieren de orientaciones específicas para 
su puesta en práctica. Lo anterior puede sig-
nificar una tarea ardua, sobre todo, en con-
sideración de los contextos y las condiciones 
tan dispares en las que se encuentran las es-
cuelas mexicanas (Köster, 2016). En el caso de 
los lineamientos pedagógicos, la responsa-
bilidad de revisar todos y cada uno de estos 
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documentos para poder desempeñar su labor 
docente recae sobre los actores educativos.

Conclusiones

A la luz de los hallazgos enunciados, conclui-
mos lo siguiente. La reforma educativa impul-
sada en el sexenio 2019-2024 es la primera en 
la que la educación inclusiva no sólo adquie-
re mayor relevancia en la política, sino que se 
consideró un criterio central para el impulso 
de la reforma y para la construcción de una 
Nueva Escuela Mexicana. No obstaste, a partir 
del análisis de los textos de política se encontró 
que éstos no están suficientemente articulados 
entre sí y presentan contradicciones concep-
tuales-procedimentales, lo cual es palpable 
por las distintas maneras en cómo se define la 
educación inclusiva y los grupos de atención a 
los que se dirigen las políticas. Consideramos 
que este tipo de contradicciones puede tener 
implicaciones para el trabajo docente y conlle-
va riesgos en la puesta en práctica de la política. 
No debe obviarse que es en las escuelas donde 
los sujetos educativos le otorgan significado 
a los textos de política, y que en ese proceso 
interviene su trayectoria profesional, su expe-
riencia y su subjetividad (Beech y Meo, 2016), 
pero, sobre todo, media su contexto situado, 
es decir, las condiciones materiales en las que 
desarrolla su práctica (Ball et al., 2012).

Respecto a las acciones planteadas en los 
textos de la política concluimos que, en el 
caso particular de la LGE, se plantean acciones 
viables para la puesta en práctica con relativa 
facilidad y en consideración de los contextos 
(por ejemplo, garantizar el derecho de reci-
bir educación a personas con discapacidad o 
condiciones especiales), pero otras son más 
complejas, como promover políticas, prác-
ticas y actitudes inclusivas, en primer lugar 
porque es evidente una falta de claridad sobre 
aquello que se pretende realizar y, en segun-
do, porque su puesta en práctica dependerá 
de la forma en la que los actores interpreten el 
concepto de inclusión, habida cuenta de que, 

como advierten García et al. (2013), existe una 
amplia variedad de significados en torno al 
término, pues las diversas interpretaciones se 
relacionan con aspectos contextuales.

Por su parte, la ENEI plantea 66 líneas de 
acción con distintas implicaciones. El análi-
sis realizado puso en evidencia que se plantea 
una corresponsabilidad para el cumplimien-
to de las acciones, y que la mayor parte es res-
ponsabilidad de la federación y la escuela, por 
lo que el nivel estatal queda desdibujado. Esto 
denota una clara intención centralizadora de 
la política de inclusión. Las líneas de acción a 
cargo de la autoridad escolar se traducen en 
demandas para los actores educativos —par-
ticularmente para el directivo y el personal 
docente— de manera que las demandas que 
impone la ENEI a las escuelas son de índole 
organizativa, de infraestructura, formativas, 
extracurriculares y pedagógicas, siendo las 
últimas las más representativas.

Las demandas pedagógicas inferidas del 
análisis efectuado requerirán de orientacio-
nes específicas para su puesta en práctica; lo 
anterior puede significar una tarea ardua, 
sobre todo en consideración de los contextos 
y las condiciones tan dispares en las que se 
encuentran las escuelas mexicanas (Köster, 
2016). Junto con las demandas se encuentran 
los lineamientos pedagógicos para la puesta 
en práctica de la política, sin embargo, dos 
cosas son evidentes: la primera es que son ma-
yores las demandas hacia el profesorado que 
los lineamientos u orientaciones que tendrán 
a su disposición; y, la segunda, que no hay cla-
ridad respecto a los lineamientos pedagógicos 
para la ENEI, pues únicamente se enlista una 
serie de documentos orientadores para su ins-
trumentación. En este sentido, consideramos 
que el Estado ofrece un marco normativo que 
demanda ciertas prácticas a los profesores, 
pero es poco lo que ofrece en términos de 
recursos materiales y formativos; además de 
que las escuelas no cuentan con lo necesario 
(infraestructura) para la puesta en práctica de 
aquello que se les demanda.
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A manera de cierre, se considera que cada 
gobierno establece una serie de metas educa-
tivas plasmadas en los textos de política, los 
cuales no sólo tienen el propósito de normar 
la vida educativa del país, sino que constitu-
yen un documento de exigibilidad hacia el 
sistema en conjunto, pero sobre todo hacia los 
docentes, quienes se encargan de darle vida a 
las políticas al recontextualizarlas en las es-
cuelas, desde sus contextos culturales, institu-
cionales, históricos, sociales y biográficos.

Finalmente, aunque la política se recon-
textualiza desde la interpretación y traduc-
ción de los docentes, la construcción de una 
educación y escuelas inclusivas va más allá; es 
un proceso continuo y es un desafío en el que 
se requiere repensar la educación, revisar y re-
formular los principios y prácticas en el siste-
ma educativo y en las escuelas para responder 
pertinentemente a las necesidades de todos 
los estudiantes.
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